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Resumen

La kIocíór entre el Partido Rcvoluclonarío Institucional y el OolMino, es uno de los temos
pendientes de lo reforma política en Mdxico. Bsie artículo onaltu esta relación a la luz de la
propuesto zedillisla de la "sana distancia".

Abstract

Rclation.sliip belwccn govcmment and Ihc Instliuiionol Rcvolucionory Panic is one of Ihe pcndcnl
subjccis in Ihe polilical reform at México. Tbis work anolyzed ihis ihcme oround Zedillo's "heol
distancc" proposal.

Como en muchos otros regímenes políticos latinoamericanos, en el
nuestro las funciones de gobierno y las actividades partidistas de los
presidentes han estado permanentemente entremezcladas. Esto ha con
ducido a la formación de un presidencialismo dañino cuyas principales
características institucionales son la primacía del Ejecutivo y la inexis
tencia de la separación y equilibrio de poderes.

Si bien es cierto que por varias décadas se consideró al régimen
presidencialista de México como una de las claves para el desarrollo, la
estabilidad y la gobernabilidad del país, hoy se le mira como freno para
la democratización. La falla de distinción y separación entre el PRl y el
gobierno se ha convertido en uno de los principales obstáculos a la
modernización del sistema político mexicano.

El hecho de que el PRI deje de ser un instrumento corporativo del
gobierno implica, entre otras cosas, delimitary redefinir las instituciones,
desconcentrar y descentralizare! poder político y equilibrar los poderes.
La democratización del PRl se vuelve necesaria en dos sentidos; en lo

interno, para adquirir vida y poder propios; es decir, para dejar de ser un
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mero instrumento del presidente y para establecer una auténtica base
social; y en lo extemo, para crear un verdadero sistema de partidos
competitivo.'
En algunos de sus discursos, Ernesto Zedillo propuso reformar el

sistema de partidos y fortalecer la contienda democrática para acabar con
la relación estatista entre la institución presidencial y el PRI:

Durante la campaña añrmé que creo ñnnemente en que la democracia exige
una sana distancia entre el partido y el gobierno [...]. De ahí que un elemento
clave de la reforma del PRI será redefinir las relaciones entre el presidente de
la República y el partido. Ello no implica y no implicará una ruptura, sino
una sana y clara distancia que permita al PRI fortalecer sus tareas y su
capacidad como interlocutor legítimo de la sociedad ante el gobierno.^

El entonces presidente electo Ernesto Zedillo se planteó la relación
partido-gobierno al tiempo que manifestó su decisión de conveitirse, apartir
del primero de diciembre de 1994, en "un miembro pasivo del PRI con
el inquebrantable compromiso de no intervenir en lo absoluto en su vida
interna".' Desde entonces también dejó en claro su propósito de adoptar
medidas tendientes a alejar al PRI del manejo que tradicionalmente el
presidente en tumo había tenido de su partido.

Posteriormente, en su discurso de toma de posesión, Zedillo buscó un
novedoso acuerdo con los partidos que le permitiera ejercer eficiente
mente su gobierno. Propuso redefinir los vínculos del gobierno con los
partidos políticos, comprometiéndolos a abrir paso a una nueva relación
del gobierno con la sociedad en su conjunto.
En los últimos años la vida política del país ha cambiado dramática

mente: tenemos un entorno electoral cada vez más competitivo; la
presencia de los partidos de oposición en los diferentes niveles de
gobierno resulta cada vez más significativa, sin mencionar que la esta
bilidad política ha dejado de estar garantizada.
Por ello, si bien es cierto que la propuesta zedillista de la "sana

distancia" supone, inevitablemente, el riesgo de abandonar la estabilidad

' Lorenzo Meyer, "Democraiizaiion ot (he PRi; mission ín^XisibleT' en W. Comelius. J.
Genlleman y P. Smith (cdllors). Mexico's AlUrmiive Fulures, San Diego, Monograph Seríes 30.
1989. p. 325.
' Palabras pronunciadas por Ernesto Zedillo al (¿rmino de la reunión plenoiia de la Comisión
Nocional de Ideología del Pdi. denominada "Reforma para Fortalecer oí Partido". Perfil de leí
Joniuda. 11 de scptieinbre de 1994.
' Discurso titulado "1.a hora de la democracia" pronunciado por Ernesto Zedillo el 4 de agostó
de 1994. Citado en Enfoiiue, suplemento de Reforma, núm. SO. 20 de noviembre de 1994.
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que por años ha caracterizado y diferenciado a México de otros países
latinoamericanos, en términos generales se vio como necesaria para la
vida política puesto que reconoce la necesidad de cambio y readecuación
frente a un inédito escenario político nacional. Solamente en ese contexto
es que adquiere sentido, dado que una propuesta similar sería inconce
bible en otros países del mundo.

Antes de aventurar cualquier propuesta en tomo a la nueva relación
PRI-gobiemo, parece pertinente situar el tema en el ámbito teórico y en
el histórico, esto es, considerar las características del sistema político
mexicano, así como sus especificidades históricas y su ubicación en el
contexto mundial.

Las relaciones partido-gobierno

Las relaciones partido-gobierno suelen darse en diferentes ámbitos, que
comprenden desde los meramente políticos, hasta los directamente vin
culados con el poder.

Analizar la relación de los partidos políticos y el gobierno obliga a
pensar en un primer contraste entre estas categorías: por una parte, se
observa el poder político atribuido o adquirido por la figura presidencial
y, por otra, las limitaciones que ese mismo poder produce en las relacio
nes reales entre las instituciones políticas que intervienen en el proceso
gubernamental, limitaciones de carácter funcional.

El modo como se articulan el gobierno y los partidos se vuelve
esencial para que operen las políticas y, más aún, para que opere la
democracia. El buen desempeño de los sistemas políticos democráticos
contemporáneos tiene que ver con la forma como los gobiernos y los
partidos se vinculan para lograr mayor eficiencia y mantener la repre-
sentatividad.

Los partidos como tales deben ofrecer opciones específicas a los
intereses concretos de la sociedad, por lo que, a pesar de lo menospre
ciados que han sido recientemente, resultan imprescindibles para gober
nar.

Únicamente a través de los partidos políticos es que pueden estructu
rarse coaliciones o alianzas que permitan al Ejecutivo gobemar, garan
tizar la estabilidad política y consolidar la gobemabilidad.
No obstante, con frecuencia se observa que en las democracias occi

dentales los partidos pierden presencia, aun cuando son las instituciones
que por definición, a) establecen el vínculo entre el Estado y la sociedad;
b) determinan en mayor o menor.medida la formación de los gobiemos.



y c) garantizan algún grado de universalidad en la representación de los
intereses sociales en lo que atañe al ejercicio del poder estatal, y se
constituyen por tanto en pieza fundamental de cualquier proceso demo-
cratizador."*

El vínculo entre gobierno y partido debe verse como una relación
donde no sólo los partidos influyen en los gobiernos, sino que los
gobiernos influyen y hasta controlan a los partidos. Esta relación tiene
lugar cuando menos en tres ámbitos; favores que los ministros hacen a
los partidos; instrumentación de políticas, y selección de miembros o
nominaciones. Dicha relación puede variar desde el extremo de la de
pendencia del gobierno respecto al partido, hasta su contrario, la depen
dencia del partido respecto al gobierno.^

La ya añeja discusión sobre las virtudes y defectos de los dos grandes
grupos de sistemas democráticos vigentes, los parlamentarios y los
presidencialistas, da luz sobre las características que en cada uno de ellos
presenta la relación del Ejecutivo con el partido que lo llevó al gobierno.

Parlamentarismo o presidencialismo

Según Linz, mientras que en los años sesenta y setenta los sistemas
presidenciales se quebraron, los parlamentarios demostraron estabilidad.
Hoy en día las democracias más estables son las que rigen su vida política
bajo la fórmula parlamentaria; es decir, en la que el poder Ejecutivo es
resultado de la mayoría legislativa. De esa fórmula depende su sobrevi
vencia y la única institución democráticamente legítima es precisamente
el Parlamento.®

En los países europeos, la mayoría de sistema parlamentaiio, la
relación entre los ejecutivos y sus partidos no solamente es muy estrecha
sino que se da de manera obvia, natural y fluida, pues constituye un
elemento central de sus regímenes políticos. Ello es así porque del
Parlamento, formado por congresistas de los diferentes partidos, surge
el titular del Ejecutivo, quien es designado por el partido mayoritario
(solo o en coalición con otras fuerzas).

Cansino. "L.os ponidos gobernantes en Anviríca l.aüna; una propuesta de anáJisis". en
Revista MexÍLuna de Ciencias Políticas y Siiciales, ndm. IS6, unam. 1994, p. 47.
' Jean Blondcl. "Hacia un análisis sistemático de las relaciones gobicmo-pnrtido", en Revista

j Mexjcana de Ciencias Políticas y Sociales, núm. IS6.i;nam, 1994, p. 38.
^  Juan Linz. "The pcriis of prcsídcniiolism" en Joumal afDemocracy, vol. 1. ndm. I. Winie^
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Sucede con frecuencia, por tanto, que cuando se pierde la mayoría en
el Parlamento se pierden también las posiciones en el gobierno. Al estar
los gobiernos formados por el partido (o los partidos en caso de coali
ciones), la actividad del Jefe de Gobierno (que en estos casos no es el
jefe de Estado) se encuentra necesariamente ligada al Legislativo y a su
partido, del cual, es líder la mayoría de las veces.
En los casos europeos las funciones del gobierno y de su partido están

sanamente circunscritas y .se respetan los límites. Las distintas experien
cias son positivas.

El caso de Felipe González parece ser el extremo. González ha sido
secretario general del PSOE desde 1973, el único candidato de su partido
a la presidencia española desde 1977, y presidente del gobierno español
de 1982 a la fecha.^

En Alemania, el Jefe de la Nación renuncia a sus intereses partidistas,
es neutral; pero el jefe de gobierno, que tiene la posición de canciller
federa!, continúa siendo miembro activo de su partido. Helmut Kohl, en
efecto, ha dirigido al Partido Sociuldemócrata Cristiano Alemán desde
1973 y ocupa el cargo de canciller federal desde 1982."
En la Gran Bretaña, generalmente, el primer ministro es el líder del

partido. En Suiza y Holanda, en cambio, el líder del partido mayoritario
no forma parte del poder Ejecutivo, a fin de mantener el sano contrapeso
que le da su pertenencia al Parlamento.
En Francia, donde se combinan elementos presidencialistas y parla

mentarios, una vez que llegan al gobierno, los líderes tienden a alejarse
paulatinamente de su partido. El secretario del Partido Socialista no es
el primer ministro, aunque sí ocupa una cartera en el gobierno.
Con variantes y matices, dependiendo de la cultura y de las condicio

nes específicas de cada sistema político, en los regímenes parlamentarios
la articulación entre los gobiernos y los partidos que los apoyan funciona
con gran eficacia, al grado que constituyen efectivas correas de transmi
sión entre el Ejecutivo y el Legislativo y tienen considerable influencia
en la toma de decisiones políticas.

En contraste con los sistemas parlamentarios, los regímenes presiden
cialistas, que constituyen la forma de gobierno dominante en América,
dan a los partidos políticos un lugar menos relevante y es a partir de ahí
que se articula la relación Ejecutivo-partido.

7 "Exoeriencias de la vida inicma de partidos políticos de otros países", en La Refuma del nii
y el cambio demcrúiicti en México, México, Nonego Editores. 1994, pp. 311-357.

® Ibidem.



El proceso histórico que dio lugar al establ^imiento de un sistema
político dominante en América Latina se distingue de manera clara del
europeo o del norteamericano. Las dos características institucionales
del presidencialismo latinoamericano son la primacía del Ejecutivo y la
inexistencia de una separación y equilibrio entre los poderes; sin embar
go, los Estados nacionales que se originaron, descansaron en un sistema
constitucional de separación de poderes en donde todo el poder político
recae en el presidente.
En estos regímenes, donde el Ejecutivo goza de enormes poderes

constitucionales -que por lo general incluyen la elección tota! del gabi
nete y de la administración- su relación con el Legislativo y, por ende,
con el partido que lo llevó al poder, no resulta ni tan estrecha ni tan obvia
como en la fórmula parlamentaria. Más aún, la presencia de un Ejecutivo
fuerte y estable resulta tan avasalladora que aparece como determinante
en la toma de decisiones políticas, en el estilo de liderazgo, en las
prácticas políticas y hasta en la retórica de los líderes.

El autoritarismo latinoamericano, en sus orígenes, no aparece como
un postulado anticonstitucional sino "metaconstitucional". Emergió
como un complemento accidental, indispensable para que las nuevas
repúblicas consolidaran la integración nacional, la soberanía territorial
y la estructura económica,' entre otros objetivos.

Pero el presidencialismo dificulta las coaliciones interpanidistas, al
vulnerar la estabilidad democrática cuando menos en tres sentidos: a)
como el presidente es quien designa al gabinete, el compromiso que
tienen tos partidos políticos de apoyar al gobierno es menor; b) es
frecuente que los partidos de oposición no apoyen las políticas presiden
ciales y, por consiguiente, c) existen potencialmente más móviles que
tiendan a fracturar las coaliciones eventualmente existentes.

Entre los sistemas presidencialistas de América Latina es importante
diferenciar los que permiten la reelección de los que la prohiben. Donde
hay reelección resulta inimaginable cualquier tipo de restricción en la
relación entre un partido determinado y su candidato, que podría ser el
propio presidente.

Destaca el caso de Estados Unidos, donde el Ejecutivo no solamente
mantiene excelentes vínculos con su partido para fines de su campaña
de reelección, sin que ello distorsione su relación con el partido contrario.

' Juan Linz, op. cii.. p. 55.
"^ScoH Mainwaming. "Presidentíalism, cnulliponism and dcmocracy: Thc difTicult com-

bination", en Ciimpuraiive Pitliticúl Siudies, vol. 26, núm. Z July 1993. pp. 198-228.
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sino que también está socialmente aceptado utilizar su desempeño gu
bernamental como capital político en su plataforma de campaña.
De la misma forma, las recientes modificaciones legales hechas a las

constituciones de Argentina y Perú, por ejemplo, abren la posibilidad de
que los presidentes en funciones desarrollen una nueva campaña electo
ral para ganar su reelección.

Cuando es natural y está regulada la relación partido-gobiemo, no
cabe duda que pueden utilizarse los logros de un buen gobierno como
propaganda política. El reconocimiento a un buen mandato es un meca
nismo de convencimiento y apoyo para un proyecto determinado. En
sentido inverso, un mal desempeño en el gobierno trae consigo un voto
de castigo al partido en el poder.''

Distinta es la situación donde no está permitido que el presidente se
reelija. Aquí hay dos variantes; por un lado, los países donde el presidente
puede mantener vínculos con el partido que representa; y por el otro,
donde está expresamente prohibido el proselitismo en horario de trabajo
del Ejecutivo y, en muchas ocasiones, también de altos funcionarios del
gobierno.
Hay legislaciones que no hacen referencia explícita al proselitismo

del titular del Ejecutivo ni de los altos funcionarios públicos. Es el caso
de Brasil, Chile, Colombia, Ecuador. Nicaragua. República Dominicana
y Paraguay, cuya Constitución sólo se refiere a la imparcialidad de los
medios de comunicación y al derecho de todos los electores a la propa
ganda política.
En la segunda variante, estoes, donde se prohibe la actividad partidista

a los altos funcionarios, se encuentran, además de México, siete países
latinoamericanos: Bolivía, El Salvador, Guatemala, Honduras, Panamá,
Uruguay y Venezuela. En este último país se establece, además, que
ningún partido político puede utilizar los medios de comunicación
oficiales.

A partir de la experiencia histórica de diversos sistemas políticos se
puede concluir que no existe una fórmula aplicable a todos ellos que
permita establecer la conveniencia o no de unaestrecha vinculación entre
gobierno y partido en el poder, ni la forma como eventualmente ésta se
debería de dar; depende siempre de cada coyuntura histórica.

'' Germán Ptez, "Q pri y los poderes ejecutivos", en La Rtforma del pu y el cambio
democrático en Mérícu, Máxko. Noriega Ecttiores, 1994.



PRI-gobierno o PRl K5. gobierno

Si se acepta entonces que en tomo a la relación partido-gobierno no hay
esquemas preestablecidos, habrá que repensar la experiencia mexicana
a partir de sus condiciones históricas y políticas específicas.

México vivió durante muchos años un sistema de partido único sin
alternancia en el poder en prácticamente ninguno de los niveles de
gobierno, y en el cual los avances de los partidos minoritarios fueron
resultado más de las diversas fórmulas de representación proporcional
que de las derrotas del PRI. Esto, que ciertamente produjo una serie de
características sui generis en el sistema político mexicano, dio pauta para
un exitoso proceso de modernización nacional y también de una, hasta
hace poco, efectiva paz social.
La historia del PRI es parte inseparable de la historia nacional. Desde

sus orígenes ha sido determinante en la formación del sistema político.
Como FNR. si bien no actuaba como partido político en sentido estricto,

nn nparnfn mt-Hinnff—a.l^r.ii.il_el_gftnp!rn1 rnlifts

mantuvo la disciplina v el control político del país.'^
Las profundas reformas económicas y sociales que el presidente

Cárdenas llevó a cabo durante su mandato prosfTeraron, en buena medida,
gracias a que el PRM pudo articular en tomo suyo una fuerza social y
política suficientemente cohesionada como para enfrentar a los grupos
sociales que vieron afectados sus intereses.
A partir de la ruptura entre Cárdenas y Calles, el gobiemo y el control

del partido se concentraron cada vez más en el Ejecutivo, coadyuvando
esto a la total identificación del partido con el gobiemo. De hecho, es
Lázaro Cárdenas quien consolida el poder presidencial con sus caracte
rísticas modernas."

La sociedad avanzó hacia una mayor diversificación política. La
reforma de 1977 partió del supuesto de que la sociedad se había trans
formado en forma radical, mientras que el aparato político seguía fun
cionando a la manera tradicional. Por ello, la reforma política privilegió
a los partidos como los espacios y canales del ejercicio político y buscó

" Manuel Rodríguez Ijipucnie. "El E<<tado y el Partido", en Jorge Alonso, Alberto Aziz y Jaime
Tamayo (condinodorcs), £í nuevo Estado mexicana, vol. 11 Estado y Potítica, México, Nueva
Imam, 1992. pp. 43-S2.

" Rodrigo Cutiénez Rivas. "El connicio Calles-Cárdenas: un acercamiento al origen del
presidencialismo mexicano",en Varios autores. Ensayossobrepresidenciaüsmo mexicano, México,
Ediioñal Aldos, 1994, pp. 65-92.
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que el descorítenlo social y la participación política se manifestaran a
través de esos medios.'"*

Hoy en día la sociedad es mucho más compleja y participativa, más
demandante y mejor organizada; cuestiona permanentemente la legiti
midad política de sus gobernantes y su capacidad de üderazgo social. En
razón de ello, la relación que guarda el presidente con el partido mayo-
ritario se ha convertido en un punto importante de la discusión política
reciente.

Hay que recordar aquí que el presidente, como jefe de Estado, repre
senta a toda la nación; por ende, debe gobernar para todos y no única
mente para la fracción que lo llevó al poder; debe evitar jugar el papel
de articulador o cohesionador de grupos, tendencias o individuos; pero
también es cierto que inevitablemente es el representante de una opción
política partidaria, y a ella debe su posición en el gobierno.
En este punto resulta imprescindible diferenciar entre las dos funcio

nes esenciales de todo Ejecutivo: la de gobierno y la de liderazgo. Es
pertinente también mencionar aquí el caso de los parlamentarismos
europeos, para quienes se encuentran claramente diferenciados, por un
lado, los espacios de las instituciones, los cuales deben ser ocupados por
el jefe de Estado, y por el otro, los avalares político-electorales que los
partidos y sus dirigencias deben enfrentar.

Por lo que se refiere a la función de gobierno, en términos generales,
en México se encuentran razonablemente bien identificados los proble
mas institucionales que deben ser abordados por el Ejecutivo. El PRl,
como cualquier otro partido gobernante, debe cumplir con su responsa
bilidad primaría de transmitir las demandas sociales a los espacios de
decisión del régimen: el Ejecutivo y el Legislativo; debe entonces
afianzarse como punto de encuentro de las distintas fuerzas sociales, de
ordenación y jerarquización de las demandas y de interlocutor del
gobierno en la operación de las políticas públicas.'^
En esos términos, no hay problema alguno en la relación entre el

partido y su gobierno; los problemas surgen cuando los gobernantes o
funcionarios utilizan su posición para favorecer ilegalmente a su partido.
El ejercicio de la autoridad supone la no utilización de los medios
administrativos para cargar la balanza en favor o en contra de determi-

Rosa María Mirón y Germán Pérez. Lápez Portillo, auge y crisis de un sexenio, México.
UNAM y Plaza y Voldés, 1988.

Manuel Villa Aguilera. "La institución presidencial y la reforma del prT en La reforma del
PU y el cambio democrático en México, México, Noriega Editofes, 1994. pp. 6S-72.



nadas fuerzas; esto es, la no utilización de los recursos de la administra
ción pública para la legitimación'® política.

Precisamente, con el propósito de evitar prácticas insanas que distor
sionen las condiciones de la competencia electoral, en México se modi
ficó el Código Penal para que contuviera los delitos electorales y, de tal
manera, se sancionara por la vía penal a quien: a) obligue a sus subor
dinados a emitir su voto en favor de un partido político o candidato;
b) condicione la prestación de un servicio público o la realización de
obras públicas a la emisión del sufragio en favor de un partido político,
y c) destine fondos, bienes o servicios que tenga a su disposición en virtud
de su cargo, al apoyo de un partido político o candidato.

Al ejercer su autoridad, el presidente debe establecer nítidamente sus
espacios de competencia y ser particularmente cuidadoso del cumpli
miento de las reglas establecidas. El problema político de México no es
consecuencia de un régimen autoritario, previo a la integración del
sistema de partidos, ni de la supresión de partidos consolidados; radica
más bien, en que, una vez establecidas las condiciones de legalidad,
institucionalidad, pluralidad de partidos y presencia ciudadana, la insti
tución presidencial ha invadido los espacios de negociación, contienda,
acuerdo y formación de consensos que corresponden al sistema de
partidos.'"'

El punto más delicado de la relación presidente-partido se encuentra
entonces en la función de liderazgo del Ejecutivo, iiderazgo que implica
dirección y conducción política, intermediación y concertación, respeto
y cooperación.
La nueva relación PRl-gobiemo debe ser estrecha, aunque regulada y

limitada. Pretenderla separación total del Ejecutivo respecto del partido
que lo llevó al poder supondría, por lo menos, terminar con la influencia
de los partidos políticos en los asuntos del gobierno, lo que ciertamente
deterioraría los términos de toda convivencia democrática. Lo razonable

es aparentemente establecer equilibrios que impidan un sistema electoral
injusto al tiempo que garanticen un vínculo legal transparente.

Experiencias como la española nos muestran cómo la colaboración
partido-gobierno resulta no solamente obvia, sino inevitable. Resulta

'® l^rcrormosque trasladan los delitos electorales dcla legislación electoral al Código Penal
fueron incorporadas al cofipe uI IS du agosto de 1990. Decreto que reforma y adiciona diversos
artfculo.s del Código Fenol para el Distrito FcderaJ en materia del Fuero Común, y para toda la
República en materia del Fuero Federal, marzo. 1994.

Manuel Villa Aguilera, "El fin de la politica del estatismo", en Antonio Arguelles y Manuel
Villa (coordinadores). México: el volo por ¡a democracia, México, Miguel Ángel Porrúa, 1995.
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lógico y natural que el partido triunfante apoye a sus gobiernos electos
y. más aún. tiene la responsabilidad de vigilar que su gobierno cumpla
su programa electoral. En lo que se refiere a la dinámica social, el PSOE
ha sido un gran mediador entre el gobierno y la sociedad civil, los
sindicatos, las ONG's, los movimientos vecinales, etcétera, pues ejerce
su posición de gestor y catalizador de las expresiones sociales.

Ciertamente, al proclamar la "sana distancia" entre el PRl y el gobier
no, Ernesto Zedillo traduce una demanda social generalizada y, también,
promueve una muy significativa y urgente reforma del sistema político.
Para lograrlo, necesita del apoyo de una amplia coalición política que
debe incluir, como protagonistas, a todos los partidos. En esa dirección
avanzan los acercamientos y negociaciones del gobierno con los partidos
de oposición, pero la redefinición de la relación con el PRI no se percibe
tan fluida.

La crisis económica que hoy día golpea a amplios sectores sociales
obliga a replantear y consolidar tas bases de legitimidad y apoyo popular
del gobierno. De la misma forma, en lo político es urgente revisar el pacto
social que fundamenta la estabilidad, la gobemabilidad, así como las
reglas que han regido la correlación de fuerzas que produjeron un relativo
equilibrio político. Sería catastrófico para el país que la bancarrota
económica empalmara con una bancarrota política.

La complicada situación nacional y las dramáticas decisiones que ha
adoptado el grupo gobernante (las cuales afectan a múltiples y variadas
fracciones sociales) podrían poner fácilmente en entredicho los soportes
de la administración zedillista. Por tanto, parece poco atinado pensar en
un "presidente personal",'* un presidente sin partido, que en cuanto llega
al poder deja atrás los compromisos partidistas de campaña que le dieron
el respaldo de la mayor parte del electorado. Un presidente así corre el
riesgo de debilitar, o hasta fracturar, sus bases de apoyo.
Es falso que la sola institución presidencial sea condición suficiente

para gobernar una nación. La presidencia es solamente una parte del
sistema político, en el cual todos sus componentes están interrelaciona-
dos y los partidos juegan un papel central, en particular, el partido
gobernante. Sería muy grave, en consecuencia, que el Presidente Zedillo
cohabitara el distanciamiento entre el PRI y el gobierno como una
desvinculación suya respecto al partido que lo llevó al poder. Dicha
concepción sería más grave aún en momentos particularmente difíciles

'*Theodt>ie J. Lowi. El prtsidenie p^rsoaai, México. Fondo de Cultura Económica. 1993.



de su administración, en los que sin duda necesita con urgencia del apo
yo de su partido para alcanzar una posición sólida y estable.
La relación PRi-gobiemo debe entenderse entonces en términos de una

auténtica "saña distancia", que delimite claramente los ámbitos de acción
de cada una de las partes. En tal coyuntura, el PRI necesita adquirir un
nuevo perfil, más acorde a la realidad nacional. Debe dejar atrás con
urgencia su posición de interlocutor privilegiado, casi único, del gobier
no, y aprender a ejercer con eficiencia el liderazgo social." de suerte que
se mantenga como instancia fundamental de coalición de fuerzas sociales
y contribuya a la estabilidad del régimen y a ta gobemabilidad.

" Manuel Villa Aguilera. "La institución ptesitfencial.-*'. op. ctí.


